CASO PRÁCTICO Nº 3
Delito de bigamia: segundo matrimonio celebrado en el extranjeros sin haberse disuelto previamente el celebrado anteriormente.

Juan, mayor de edad, celebra matrimonio canónico en España el año 1950. Tras varios años en nuestro país decide emigrar a Las Vegas en donde celebra un nuevo matrimonio (1977) sin haber disuelto previamente el primer matrimonio con Mª Ángeles. 


Tras varios años de convivencia, Mª Ángeles descubre que su esposo estaba anteriormente casado en España y que el citado matrimonio no había sido disuelto ni declarado nulo por parte de los Tribunales españoles.
- Cuestiones que se plantean:

1. ¿Qué supone el delito de bigamia?
2. ¿El delito de bigamia es un delito de estructura continuada?

3. ¿Qué elementos son determinantes en opinión del Tribunal Supremo en relación con la comisión de delito? ¿Delito de efectos permanente, continuados, instantáneos?

4. ¿Era la segunda esposa “de buena fe”? 

5. ¿Qué trascendencia tiene la posición de “buena o mala fe” en el otro contrayente a la hora de imputarse o no el dlito?

En relación a las cuestiones planteadas, debes tener en consideración, la legislación vigente, la sentencia que se recoge a continuación y responder a cada una de las cuestiones plantadas señalando el Fundamento Jurídico de la Sentencia del Tribunal Supremo en el que se sustentan las respuestas.

Sentencia del Tribunal Supremo (Sala Penal), de 31 de enero de 1986, RJ 1986/212.
Matrimonio ilegal. 

Jurisdicción: Penal 

Ponente: Excmo Sr. Francisco Soto Nieto 

El T. S. declara no haber lugar al recurso de casación, por infracción de ley, interpuesto por Vicente G. B. contra sentencia de la Audiencia que le condenó como autor de un delito de matrimonio ilegal del art. 471 del C. P., a la pena de seis meses y un día de prisión menor.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-

El delito de[image: image1.wmf]
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 bigamia tipificado en el artículo 471 del Código Penal supone un ataque frontal a la institución familiar, en cuanto que la misma tiene su fundamento en el matrimonio y éste responde en nuestro país, al igual que en la mayoría de los países civilizados, a la concepción monogámica, lo que lleva al legislador a criminalizar y sancionar la conducta del que «contrajere segundo o ulterior matrimonio sin hallarse legítimamente disuelto el anterior». Al conllevar la celebración del matrimonio un cambio o modificación del «estado civil», se busca su protección contra el doloso y arbitrario atentado que supone, desentendiéndose del ligamen derivado de unas precedentes nupcias y contrariando la normativa de prohibición e impedimento establecida, abocar en una segunda celebración formal matrimonial, hiriendo y perturbando los normales sentimientos y derechos del primer cónyuge y, caso de buena fe del contrayente no casado, sometiéndole a indudable vejación y ocasionándole serios perjuicios, como consecuencia de un matrimonio sin base jurídica de subsistencia; sintetizándose, en suma -cual efectúa la Sentencia de 22 de diciembre de 1978 ( RJ 1978\4292 )-, como bien jurídico protegido por esta infracción penal, el interés público en asegurar el orden jurídico matrimonial establecido por el Estado. Se aparenta, revistiéndole de ficticia legalidad merced a la cobertura de formalidades establecidas, un estado matrimonial para el que se carece de derecho en tanto el primer matrimonio no se halle disuelto o anulado, aunque no hubiese sido celebrado el mismo válidamente, o instado divorcio vincular, no se contase con Sentencia firme decretándolo; y ello cualquiera que sea la forma, civil o religiosa, que se hubiere adoptado en uno u otro de sendos matrimonios celebrados.

SEGUNDO.-

Suele resaltarse la naturaleza formal de esta especie delictiva, en cuanto que su resultado no emana de la manifestación de voluntad del sujeto, siendo inherente a la misma; lo que supone cifrar el momento consumativo en aquel en que la conducta típica haya de estimarse completa, cuando el segundo o ulterior matrimonio pueda considerarse celebrado, consumación, pues, instantánea aunque abra paso a un status nuevo e ilícito, a una situación antijurídica prolongada en el tiempo, en tanto una declaración de nulidad no determine la cesación de tales efectos. De ahí que se defina el delito de[image: image2.wmf]
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 bigamia como delito de estructura u originación instantánea aunque de efectos permanentes, diferenciable del propio delito permanente en que en éste el estado antijurídico es mantenido ininterrumpidamente por el autor, en tanto que la situación provocada por la[image: image3.wmf]
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 bigamia no es susceptible de una potestativa y voluntaria interrupción o terminación, salvo la derivada del ejercicio de la oportuna acción de nulidad del aparente vínculo contraído. Características resaltadas por la jurisprudencia al calificar técnicamente la infracción como delito instantáneo de efectos permanentes, cuyo dies delicti commissi se fija en el momento consumativo de la celebración formal del matrimonio prohibido, cualquiera que sea la permanencia de sus malos efectos posteriormente -sentencias de 18 de febrero de 1960 ( RJ 1960\305 ), 11 de junio de 1976 ( RJ 1976\3033 ), 2 de mayo de 1977 ( RJ 1977\2112 ) y 22 de diciembre de 1978, entre otras-.

TERCERO.-

El supuesto contemplado en la Sentencia objeto de recurso consiste en la celebración por el procesado, que ya se hallaba casado canónicamente desde el año 1950, de un nuevo matrimonio, hallándose vigente y no disuelto el primero, con D.ª María Antonia P. G. el día 7 de octubre de 1977 en el Condado de Clark en Las Vegas, Estado de Nevada, en Estados Unidos, incoándose el sumario en virtud de querella de mencionada D.ª María Antonia P., la cual también llegó a ser procesada por acuerdo del Juez Instructor, retirándose más tarde la acusación contra la misma por el Ministerio Fiscal, y decretándose su absolución en la propia sentencia que condenó a Vicente G. B. como autor del delito definido y sancionado en el artículo 471 del Código Penal. El segundo de los motivos del recurso -el primero fue objeto de inadmisión- interpuesto por el cauce del artículo 849, 1.º, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, acusa infracción de Ley, designando como preceptos vulnerados el artículo 14 de dicha Ley procesal, en relación con el artículo 339 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 15 de septiembre de 1870 (NDL 6437), y artículo 8, 1.º, del Código Civil, todos ellos en relación con el artículo 471 del Código Penal. Y ello porque, habiéndose consumado el delito al tiempo de contracción del ulterior matrimonio, ha de entenderse cometido aquél en el territorio de los Estados Unidos, no siendo competente, en principio, la jurisdicción española para su conocimiento, a no ser que concurran las circunstancias en virtud de las cuales el artículo 339 de la citada Ley de 1870 extiende dicha competencia, aplicando la Ley española a delitos cometidos en el extranjero por un español contra otro español, cuales son: 1.º) que el ofendido o cualquiera de las personas que puedan hacerlo con arreglo a las leyes se querelle; 2.º) que el delincuente se halle en territorio español; 3.º) que no haya sido absuelto, indultado o penado en el extranjero o, en este último caso, no haya cumplido la condena, y si sólo en parte la hubiere extinguido, se tendrá en cuenta para rebajar proporcionalmente la que en otro caso le correspondería. Precisándose por el recurrente que, si bien pudieran estimarse concurrentes los requisitos segundo y tercero, faltaría el primero, querella del ofendido, ya que tal condición no la ostenta la contrayente del segundo matrimonio, sino la esposa con la que contrajo primeras nupcias el día 21 de junio de 1950, D.ª María Luisa Ll. G., la que ni presentó querella ni se ha mostrado parte en la causa.

CUARTA.-

La cuestión jurídica a definir, meollo o núcleo de la motivación casacional, estriba en determinar quién ha de designarse como sujeto pasivo de la infracción penal de[image: image4.wmf]
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 bigamia . Indudablemente que la persona ligada por anterior matrimonio con el bígamo ha de estimarse perjudicada por su acción, tanto moralmente como, de ordinario, en un orden material, ya que la reprobable conducta irá ligada a desatenciones e incumplimiento de deberes familiares de asistencia. Pero, entre las personas afectadas, y seguramente en grado más acentuado que la primera, ha de figurar igualmente el contrayente de buena fe del posterior matrimonio, en el que no será difícil comprobar la originación de consecuencias dañosas, junto a las humillantes y vejatorias derivadas de la situación ex post, tras el descubrimiento de la inexistencia y total carencia de efectos de un aparente matrimonio, en el que se dan cita el engaño, el fingimiento, el fraude y la burla. Y tan es así, que el artículo 479 del propio Código concibe la imposición al contrayente doloso del deber de dotar, según su posibilidad, a la mujer que hubiere contraído matrimonio de buena fe. Participando de este sentir, de modo indirecto, la sentencia de esta Sala de 7 de junio de 1972 ( RJ 1972\3007 ), en supuesto de segundo matrimonio contraído por español en Venezuela con mujer colombiana, en la que, discurriendo sobre la concurrencia de los requisitos a que alude el artículo 340 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 15 de septiembre de 1870, parte de que semejante delito de[image: image5.wmf]
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 bigamia fue cometido contra mujer extranjera, es decir, estimando a ésta como perjudicada, por referido hecho delictual. Habiendo de postularse a favor del carácter pluriofensivo de la[image: image6.wmf]
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 bigamia y, por ende, afirmarse la condición de ofendida de la querellante en esta causa D.ª María Antonia P. G., contrayente de buena fe en tanto no fuese condenada como auxiliadora o cooperadora necesaria, por constarle la condición de casado del inculpado. Lo que no se da en este caso, retirada su acusación por el Ministerio Fiscal y absuelta en la sentencia de instancia. Todo ello independientemente de la consideración que habría de merecer la actuación del Ministerio Fiscal, asumiendo la acusación, dado el carácter público del delito, y haciendo suyas las alegaciones de la querellante. Siendo de destacar que en la ordenación ofrecida actualmente por el artículo 23.2, de la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial de 1 de julio de 1985 ( RCL 1985\1578 ), basta para proceder contra el culpable, en supuestos cual el que es objeto de nuestra atención, «que el agraviado o el Ministerio Fiscal denuncien o interpongan querella ante los Tribunales españoles». Procediendo, en base a lo expuesto, la desestimación del recurso antes referenciado.
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